
MINISTERIO DE DEPON3A NACIONAL 

	

RESOLUCIÓN NÚMERO. 5' 3 9 9 	DE 2006 

( 	O 10. 21108 	) 
Por la cual. u delegan, asignen y mordinentaciOnee Y cornPatendas illoclonaclaa 

con la actividad de doten* ludloleforaies pitamos en quo 690 Parte 

IS ladón Miniabstie a• Dame - Pollada Nacional, 

EL COMANDANTE. GENESAL DE LA41:0112Atil MILITARES ENCARGADO DEILA3 
ettINCIONES DEL DESMC140 DEL MIN1STRO DE DEFENSA NACIONAL 

En uso de BUS fattultacias constitucionales y legales y en particular las conferidas por sl 
artículo.211 de la Constitución' Polilla leisarticulos 9 de la Ley 489 de 19981 a numeral a del 
Decreto 1512 de 2000, 1 del Decreto 040 de2004348 de la Ley 446 de 199a, 149 del Códluo 

Contencioso Administrativo y 04 del Código de Procedimiento Civil. y 

CONSIDERANDO: 

Que según lo preVISto en el articUice#21:1 de lel 1:Conetitutibn golliipa, la ley seffelará 

fbnolonerque •Áreeldeinte da, la Rgtraxini dallar en ;pi ministros, &adores de 
departamentos admlnletnativos, 'rep ' 	 entidades doscenualizadas.. 

superintendentes-, gobernadores, alestided y agencies del. F.stacto qua la mlama ley delearnhil 

Igualmente; fijará las condiciones para que Ias aulortdadae adrnInIstrattvas puedan delegar en. 
SUS subalternos.° en otras autora:ladea. 

Que en virtual do 11:4 norma en cita la delouación exime de responsabilidad al cielagente, oual 

corresponderé exclusivamente al «legatario, cupo setos o resoluciones podrá. slemare 

reformar o revocar aquel reasuinlemib la respen~ad consiguiente. 

Que de canforrnIdad con lo consagrado in el artículo 9 de ia Lay 489 Cle 1998, las autoridades 

administrativas, en sirtud de lo dispuesto en 10 Conelltualen Ponce y de conformidad con SS 

citada Ley, "están habilitadas para transferir el ejercicio da funciones y la atención y decisión 

de los asuntas e ellas confladde por la My., mediante aoto de delegación, a los empleados 

Oblicua de tos tobo directivo y asesor vinculados al organismo correspondlenis, con el 

propósito de dar desarrollo a los principios dm la función adminbtrativa enunciados en el 

artículo 299 de lo OonstItuolón Pollean y e» La iw, 
Que, de acuerda e lo amuleto en el articule:0 ah lo Ley 489 do 1896, , las autorldodea. 
administrativas deben garantizar Iti armonio *nal sisrolclo sustaspeoilvas funciones COF1 01 

(In de lograr los (Mes y cometidos estatales y prestar su colaboración a tes demás entidades 

para facilitan. el cumplimiento de Sus ftwiClonesi.procurándose en al desarrollo del la función. 

pública, PIO manera prioritader dar eallocialón a loa principios da coordinación y colaboraolán. 
entre. las autoridades administrativa& y ante loe organismos del respectivo seglar. 

Que de oonformIdad oon lo previsto en el artículo 23 da :la Ley 446 ele 190f3 cuando en un 
proceso anta cualquier Jurisdicción intenfengsn'enlidades públicas' al (Julo adirilsorlo de In 
demande so debe notiflor porsonalMents el Representante Least de la EnlIdad Púbiloto o a 

, quien ésta haya delegado la facultad da recibir notiticacionos. 

6.kigt? • h 	 ' 	 h`'‘ 



DaritiiilifOn de im reillitildiMmiráliállItidli,hnillYstroffiltYlitlUlrbheo y db mi» Molas' ' 
relacionadas con la actividad' de defensa judicial en los procesos en que sea parto la N cien 
Ministerio de Defensa - Policia Nacional." 

• • 

Que Mediante Decreto 4222 del 23 de noviembre de 2006, el Gobierno Nacional edificó 
parcialmente la estructura del Ministerio de Defensa Nacional con relación e la es ructura 
orgánico de la Policía Nacional, determinando en el articulo 20, que la representación J (Hotel y 
administrativa de la Institución es función del Secretado General previa delegación del M'otro 
de Defensa Nacional de conformidad con las normas vigentes, 

Que teniendo en cuenta la ciase, volumen y naturaleza de los procesos en que es arte la 

Nación - Ministerio de Defensa - Policia Nacional, se hace necesario delegar la tac liad d 
notificares y constituir apoderados, en algunos servidores públicos de esa depende da, en 

orden e garantizar el cumplimiento de los principios de eficacia, moralidad, (Icon• m'a y 

celeridad en la gestión litigiosa. 

Que de conformidad con el Inciso primero del articulo 64 del Código de Procedimiento Civil, la 

Nación y demás entidades de derecho público, podrán constituir apoderados especial :s para 

los procesos en que sean parte, @Malura que Sus representantes administrativos lo con ideren 
conveniente por razón de distancie, importancia del negocio u otras circunstancias anal gas. 

RESUELVE 

ARTICULO 1°, Delegar en elSecretadp opmeral de le t. Pollela Nacional las aig lentes 

funciones; 

Notificerse de las deMrsndas y ,ffinktiturr .Vdpodemd4 "eri',Ios procesos cont I1C1080 

administrativos que contra la Naolan 4`Mig »II .  Defensa Palla Nacional, cure n en si 
Consejo de Estado, Tribunales Contencioso Administrativos y Juzgados Contencioso 
Administrativos. 

2. Notificares y constituir apoderada en lee acciones de tutela, de cumplimento, pop lares y 
de grupo, que cursen anta las diferentes autoridades Judiciales, a fin de contestar y de =nder e 
la Nación • Ministerio de Defensa • Policia Nacional, 

3. NotMcarse de las demande y designar apoderados dentro de los procesos que cu san en 
los Juzgados civiles, penales y laborales de todo al territorio nacional en contra de la ación • 
Ministerio de Defensa - Policia Nacional. 

4. Designar apoderados para que Be constituyan en parte civil, en los términos y era los 
efectos de la Ley 190 de 1995. 

0. Pare efectos de lo Ley 1066 de 2008 y demás normas concordantes, otorgar po eres a 
Funcionarios abogados de la Nación • Ministerio de Wenn - Policia Nacional gún lo 
requieran las necesidades del serviola, para qt.ié atiendan los trámites tendient e e la 
recuperación de la certera por cobro coactivo, así como asignar funciones da secreta la a un 
empleada de la misma entidad, con el fin de apoyar las funciones adminl trntives 
correspondientes, 

6. NotIfIcerse y designar apoderados para atender y realizar lee gestiones necesarias que se 
requieran o deben realizarse ,  anta las inspeoolones de Policia, Ministerio de la Pr lección 
social y cualquier otra entidad de la Administración Pública, 

7, Designar apoderadas con el fin de Iniciar izio acciones quo se requieran en defens adeloel  
Morosos dB la Nadan - Ministerio de Defensa • Policia N301011e1 ante tal jadeo L atones  
contencioso administrativa y ordinaria, 
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Continuación de la resolución "Por le cual eit3 delegan, asignan y coordinan unciónse y campe al oa  
relacionadas con la actividad de defensa Judlolet en Ipa procesos tul que sea parle la Nación - 
Mlnietario de Defensa - Policia Nacional." 

ARTICULO 2Q, Delegar la función de notifican» de las demandas y constituir apoderados en 
los procesos contencioso adminiettaillvoa, accionas de tutela, acciones populares, acciones de 
grupo y de cumplimiento que contra la Nación • Ministerio de Defensa Nacional - PpIIOIe 
Nacional, cursen en los Tribunales o Juzgados del pele, a& .Domo la de calificeiee de las 

deiMandes en la Jurisdicción ordinaria (asuntes civil •, penales y laborales) y procesos que 
cursen ante las diferentes autoridades adrrillIstradvas, en los Comandantes de las Unidades 
PoliCiales que se indicen a continuación: 
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Continuablon de le resaluden "Par la cual *delegan, asignan y coordinan funcionas y competen as 
relacionadas con la actividad de defensa Judicial en los procesos en que sea parte la Nació 
Ministerio de Defensa • Policla Nacional.' 

/ipaquire 	 undinaMarea Segregarlo General de la  Policia  Nacional .,  
• 

PARAORAFO ,  Podrá igualmente el Secretado General de la Policía Nacional, oon ti ulr 
apoderados en todos loe procesos contencioso administrativos que cursen ante los Tribu ales 
o Juzgados Contencioso AdrnInIstMtIvos y demás autoddadee Judiciales y administrativ ,  : en 

todo el territorio nacional, 

ARTICULO 3°. CONDICIONES PARA EL EJERCICIO DE LA DELEGACIÓN. 

La delegación efectuada a través de la presente resolución, serán ejercidas po lo s 

funcionarios delegaterlos conforme a levIgt,192113 oundlc[ones: 	; 

1. Le delegación es una deralsión.dlso,p1Cmal delcielegante y su, cumplimiento es vincu ante 

pare el «agotarlo, 
2, El ejercicio de las oompetenclae 	P°144111°.  de la presente resolución se delegan está 
sujeto a la observancia plena de los requisitos y parámetros relacionados Gen la act 'dad 
ladeen de las entidades públicas establecidas en la ley, manuales y politices del Mlniste o de 

Defensa Nacional. 
3, Cuando lo estime convenientereL Ministro de Defensa Nacional podrá reasumir en todo 

cama y en cualquier momento, total o parcialmente, tea competencias delegadas por mod • del 

presente acta. 
4. Le delegación establecida en el articulo 2 de esta Resolución no comprende la facu ted a 

mutuo propio, o a través de apoderado de •conciliar, transar P utilizar Quelqu'e otro 

mecanismo alternativo de solución de conflictos en nombre de la Nación . Minlel o 
de 

Defensa Nacional Policla Nacional. 
1 Las facultades delegadas mediante la presente resolución son Indelegables, 
e. La delegación eximirá de toda reeponsabilidad delegente, y será asumida plenam Me Y 
de manera exclusiva por al delegatarlo, sin parjelcio de que en virtud de lo dispuesto en el 

articulo 211 de la Constitución Politica el delegente pueda en cualquier tiempo man lir la 
competencia, revisar y revocar las motos expedidoe por el delagetario, con sujeció a lo 
dispuesto en el Código Contencioso Adminietrellvo.., 
7, El delegatario deberá observar estrictamente las disposiciones legales y reglamentarla que 
regulen el ejercicio de la delegación y ee reaponsable de las decisiones que terne en el relajo 

de la misma. 
a, El delegetarle deberá deeempefigree dentro del merco de actividades establecido en te 

acto de delegación. 
9. El delegmtarlo deberá atender oportunamente loe requerimientos sobro el ejercicio de la 

delegación, hechos por el delegaras, 

10. El delegatari0 deberé cumplir les orientaciones generale dadas por el °elegante ,  

11,El delegaban° facilitará la revisión de sus ~Menos por el delegante, 

12, Los 
ser  vid 

	públicos que ejerzan le deban'. judicial, deberán dar estricto cumpll monto

a lo dispuesto en el articulo 46 del Doorete 111 de 1996. 

If 



•- ' 3111.11 .  • ..tieátá 
Cohtlituaeión de la reeolualán 'Por la cual se delegan, asignen y coordinan funciones y competencias relacionadas con le actividad da detonas Judicial en los procesas en que sea parto la Nación Ministerio de Defensa - Policia Nacional," ***** 1.1.1.11~1.1.11.1.1..011.1•••••■

••00an.MBI“....0.4/10011Nbill~.~. 

13,
En virtud del principio de continuidad de la administración y da la presunción de legalidad 

de los actos administrativos, el simple cambio de funcionario delegante y/o delegalario no extingue los efectos del acto.de delegación. De &hl que, en caso de supresión de cargos o de 
cambio de denominación da los mismos, las delegaciones se entenderán efectuadas en 
aquellos que se han citado en el presente acto administrativo para la delegación d 

14, Las 
compe 	

o 

ten
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las normas legales aplicables, y en particular por loa articulan Q° y alguienl acksa, se rigen P dala Ley 489 de 1918. 
r  

15. ,Eate acto tiene fuerza ejecutoria mientras no sea revocado, suspendido, modificado, derogado o anulado por autoridad competente, 

ARTiCULO 4°. COMPROMISO ANTICORRUPCIÓN DO LOS FUNCIONARIOS 
INVOLUCRADOS EN LA GESTIÓN ce REPRESENTACIÓN, APODERAMIENTO Y DEFENSA JUDICIAL. 

1 Loe funcionarios de la Policía Nacional, que tengan como función la actividad litigiosa ante las ir  diferentes Jurisdicciones, deberán suscribir un compromiso anticorrupción que repasará en su 
folio de vida, en el que se exprese explícitamente su voluntad de abogar por la transparencia I 

• en los procesos litigiosos y la responsabilidad de rendir informes de su actuación, compromiso i a través del cual, asumirán como mínimo los siguientes! 

público, 	

,. 
No ofrecer ni dar prebenda nl ninguna slitesi 	de contraprestación a ningún funcionario 

	

..., 	 ... 

No propiciar que nadie, bien sea, empleado:01a enUde• o familiar .  «rezos o dé prebendas o 
contraprestaolón a ningún funcionario de la antldad a su nombre; 

' No recibir directa o Indirectamente prebendas nl ninguna .otra forma de contraprestación o 
beneficio a ningún Interesado en Jos procesos que reelija para el cumplimiento de las funciones a su cargo, nl para retardar el *rolde de dichas funcionas. 

1No realizar conductas que atenten contra fa seguridad del personal y de las instalaciones, así como de loe Interesas de la institución que pongan a la enUdad en desventaja frente a otras 

 

 personas naturales o Jurídicas. 	

co Informar al Inmediato superior de las nductas que se detecten relacionadas con falta do 
transparencia en el ejercicio del cargo, por parte de loe funcionarios responsables del litigio. 

i 1 No realizar acuerdos ni utilizar los mecanismos alternativos de solución de conflictos sin el previo análisis y aprobación del Camita de Coneillación de la Entibad, 

Asumir y reconocer expresamente, las conliseuenelas que ep deriven del Incumplimiento del 
compromiso antioorrupolón precedente o do cualquiera otra de sus obligaciones legales f asociadas a las gestiones propias de la actividad litigiosa a su cargo, ante las diferentes autoridades encargadas de llevar a cabo las correspondientes investigeoienes, 

ARTICULO S% INFORME SEMESTRAL, Lao funcionarios encargados de lo actividad litigiosa de le Pollea Nacional, deberán rendir !rifarme semestral de las actuaciones  los los procesos al Secretario General de le Policia Nacional. 	
y dB, estedo de 

MAJÁ No 5 
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ConlInuooldn de la resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y competen 
relacionados con la actividad do Menee Judicial en JOB procesos en que 5OR parle le Nacl 

Minlelerlo de Defensa Policia NINGIOntilt 
0.• .... 	 4.4 	

.... 	 ... 

PARÁGRAFO; El Secretado General 
de la Policia Nacional presentará un informe seme 

OS despacho, como uno de loe ~enteraos para efectuar el seguimiento y control 

función delegada en este ecto administrativo. 

ARTiCULO 60, 
EMPALME EN CA50 DE CAMBIO DE MANDO, Cuando haya cambios los 

funcionarios dealgriedos como delegatarioe a través de la presente resolución, éstos de eran 

preparar un Informe de situación y ejecución de las 
fundones ;asignadas e su Cargo, do ndo 

comiendo de le información y documentación entregada al 
nuevo funcionado qua alerce á las 

funciones o 
la campal:mole respectiva, cuyo copia eorá remitida e la Secretaria General de la 

Policia Mach:mol, paro eu control y seguimiento. 

ARTICULO 7g, VIGENCIA Y DEROGATORIA. Le 
presente M'Aluden rige a partir de la 

de su publadón y deroga las nones que le sean contrarias, 

PUBLIQUESE Y CÚMPLASE, 

Dada en Bogotá, Liz 3 O tia 2.0016 

.EL COMANDANTE GENERAL DE LAS FUERZAS MILITARES 
ENCARGADO DE LAS FUNCIONES DEL DESPACHO DEL 

MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL , 

,;107 	FREDDY PADILLA L 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

RESOLUCIÓN NÚMERO 0 3 3811 

( 20 ENE 20161  

DE 2016 

Por la cual se traslada a un Oficial Supeiiof de la Policía Nacional 

EL MAESTRO DE DEFENSA NACIONAL 

En ejercido de la facultad legal que le confleit el articulo 42 numeral 2°, 
Literal b) del Decreit Ley 1791 de 2000, • 

RESUELVE: 

ARTÍCULO I. Trasladar al senor Coronel CRIOLLO REY PABLO ANTONIO, Identificado con la 
cédula de ciudadanía No. 19.493.817, de la Oficina Asesora Secretaría General de la Policía Nacional, 
a la misma unidad, como Secretario General. 

ARTICULO 2. 	La presente Resolución rige e partir de la fecha de su expedición. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE. 
Dada en Bogotá D.C., a los, 	2 O ENE 20161 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL, 

), 

LUIS C. VrLLEGAS ECH ER.lu 

MINISTERIO DE DESENSA NACIONAL. 
FIEL FOTOCOPIA TOMADA DE S U CrRIGINAI, 

Mil& 	2 5  ENE Z0161  
■■-• 40" rr 

Dime atas teselÑ 
ioN .11141._ °adóreles 
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
POLICÍA NACIONAL 	 TODO% POR 
SECRETARIA GENERAL 	 NUEVO PAIS 

PAt MANO !Out AMA 

LA SUSCRITA RESPONSABLE ADMINISTRACIÓN DE PERSONA 
SECRETARIA GENERAL 

HACE CONSTAR: 

Que el señor Coronel PABLO ANTONIO CRIOLLO REY Secretario Ge 
Nacional se encuentra nombrado en propiedad mediante la Resolución 
0358 desde el 20/01/2016. 

Lo anterior se expide para que obre dentro de los procesos que se adela 
los Intereses de la Policía Nacional ante la Procuraduría General 
Procuradurías Delegadas para Asuntos Administrativos, autoridade 
competentes, 

Dada en Bogotá, D,C, a los diecisiete (17) días del mes de abril de Do 

(2018), a quien pueda Interesan 

Atentamente, 

Subintendente JORGE A EJANDRO CEPEDA GOMEZ 
Responsable Administraci n de Personal 

II° Pr iterm:ZI"1: = 
VIII • 

DE LA 

eral - Policía 
inisterial No. 

tan a favor de 
e la Nación, 
Judiciales y 

MII dieciocho 

Carrera BE No. 26.21 Oen, Bogotá 
Teléfono 5160100 Exl, 9418 

108 — OF — 0001 
VER: 3 
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RV: CONTESTACION DEMANDA 2020 -284 J 61

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 27/05/2021 11:17
Para:  Juzgado 61 Administrativo Circuito - Bogotá - Bogotá D.C. <jadmin61bta@notificacionesrj.gov.co>

3 archivos adjuntos (2 MB)
ANA SILVA CASTRO (RD-DESAPARICIÓN FORZADA DESDE 1988 Y AÚN NO APARECE).pdf; Scan_2021-05-27-104115278.pdf;
Anexos 2019.PDF;

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN
CAMS

De: MARIA ANGELICA OTERO MERCADO <maria.otero@correo.policia.gov.co> 
Enviado: jueves, 27 de mayo de 2021 10:46 a. m. 
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: CONTESTACION DEMANDA 2020 -284 J 61
 
Doctor 
JUEZ  SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ -
SECCIÓN TERCERA 
E. S. D. 
 
Proceso No. 11001334306120200028400 
Demandante ANA SILVA CASTRO DE GUTIERREZ  
Demandados NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL Y OTROS 
Medio de control REPARACION DIRECTA 
Asunto CONTESTACIÓN DEMANDA 
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
POLICÍA NACIONAL 
SECRETARIA GENERAL 

 
 
 
Doctor 
JUEZ  SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
- SECCIÓN TERCERA 
E. S. D. 
 

Proceso No. 11001334306120200028400 

Demandante ANA SILVA CASTRO DE GUTIERREZ  

Demandados NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL Y OTROS 

Medio de control REPARACION DIRECTA 

Asunto CONTESTACIÓN DEMANDA 

 
 

MARIA ANGELICA OTERO MERCADO, mayor de edad, residente de esta ciudad, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 1.069.471.146 de Sahagún- Córdoba y 
portadora de la tarjeta profesional número 221.993 del Consejo Superior de la Judicatura, 
obrando en calidad de apoderada de la POLICIA NACIONAL, de acuerdo al poder que se 
anexa, me permito CONTESTAR LA DEMANDA en los siguientes términos: 
. 
 

I. A LOS HECHOS Y OMISIONES REFERIDAS EN EL MEDIO DE CONTROL 
 
1 al 18. Relacionados co el lugar donde presuntamente vivía el señor RICHARD 
ALONSO RAMOS CALLE, con sus familiares en el municipio de  (Puerto Berrio) 
Antioquia; las circunstancias en las cuales presuntamente desapareció el señor 
RICHARD, en manos de hombres que lo sacaron de su residencia forzadamente; 
desaparición del ciudadano que en voces de los demandantes se le atribuye a los grupos 
paramilitares que moraban en la zona urbana y rural. Son narraciones del orden personal 
y subjetivo de la parte activa, lo cual a ésta defensa de la Policía Nacional no le constan, 
más cuando no se allegan pruebas que corroboren las manifestaciones que se aducen. 
 
 
II. A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS SUSCRITAS EN EL MEDIO DE CONTROL  

 
Que se declare a  la Nación - Ministerio de Defensa Nacional - Ejército Nacional y Policía 
Nacional,  administrativa y solidariamente responsables de todos los perjuicios de todo orden 
y daños causados a la parte demandante, con motivo de la desaparición forzada del señor 
CIRO ANTONIO GUTIERREZ CASTRO, en hechos ocurridos el día 12 de abril de 2002, 
en jurisdicción dela vereda Caracoli, Villanueva Casanare, como consecuencia de ello 
se reclaman los pagos siguientes: 
 
 
Perjuicios morales: Para ANA SILVIA CASTRO DE GUTIERREZ, en su condición de 
Madre de la víctima, la  suma de 400 SMLMV. 
 

Camilo Gutiérrez castro                               200 

Andrés Gutiérrez Castro                               200 

Luis Antonio Gutiérrez Castro                              200 

Ernesto Gutiérrez Castro                              200 

Ana María Gutiérrez Castro                              200 

José Domingo Gutiérrez Castro                              200 

Pedro Emilio Gutiérrez Castro                              200 
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Hermilda Gutiérrez Castro 

                                200 

Orlando Gutiérrez Castro                                  200 

Claudia Gutiérrez Castro                                  200 

 
 
 
Pretensiones a las cuales ésta defensa judicial de la Policía Nacional se OPONE; toda 
vez, que los casos de desaparición forzada, deben ser declarados mediante sentencia 
judicial proferida por un Juez de la República, porque es la muerte presunta de una persona, 
que para el asunto que nos ocupa, al parecer se trataría del señor CIRO ANTONIO 
GUTIERREZ CASTRO, quien en voces de los accionantes desapareció desde 12 de abril 
de 2002 y a la fecha no se tiene razón ni noticia del mismo; sin embargo, solo son 
señalamientos que realiza la parte activa sin allegar los soportes legales que corroboren 
los hechos narrados, ya que la desaparición o ausencia de una persona debe ser declara 
judicialmente, tal y como ha sido decantado en las Leyes 57 de 1887 del 15 de abril de 
1887 (Código Civil), Ley 599 del 24 de julio de 2000 (Código Penal) y Ley 1564 del 12 de 
julio de 2012 (Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan 
otras disposiciones). 
 
 

III. RAZONES DE DEFENSA 
 
Teniendo en cuenta lo pretendido por la señora madre del presunto desaparecido forzado 
ANA SILVA CASTRO DE GUTIERREZ, desde el día 12 de abril de 2002, vereda Caracolí 
de Villanueva- Casanare donde operaban las autodefensas o grupo al margen de la Ley 
denominadas los “Buitragos”, hecho que aún al parecer sigue sin esclarecerse y continúa 
sin aparecer el ciudadano citado, al respecto preciso H. Jueza de la República que: 
 
Respecto a mi defendida Policía Nacional, los hechos narrados en la demanda en nada 
comprometen a la entidad referida, por cuanto se desconoce de la situación real y certera 
del señor CIRO ANTONIO GUTIERREZ CASTRO, de quien se dice que probablemente 
fue desaparecido por grupos paramilitares acentuados en el municipio citado en 
precedencia; sin embargo, no existe sentencia ejecutoriada bajo la cual haya sido 
declarado mencionado ciudadano en la condición que aducen los accionantes, ya que 
con el escrito de la demanda y los anexos documentales no se allegó prueba por medio 
de la cual se haya declarado bajo la condición de desaparecido a la persona que se 
refiere, en éste orden de ideas, los hechos narrados respecto al tema que nos ocupa, se 
tornan subjetivos y sin soporte probatorio por medio del cual se corrobore las situaciones 
que se narran, manifiestan y argumentan. 
 
Respecto a lo anterior, es preciso indicar que la desaparición forzada de una persona en 
Colombia, ha sido ampliamente decantada desde antaño por nuestra legislación en los 
siguientes términos: 
 
 
 La Ley 57 de 1887 del 15 de abril de 1887 “Sobre adopción de Códigos y 
unificación de la legislación Nacional”, acerca de la desaparición establece: 
 

“CAPITULO III. 

DE LA PRESUNCION DE MUERTE POR DESAPARECIMIENTO. 

 

ARTICULO 96. AUSENCIA. Cuando una persona desaparezca del lugar de su 

domicilio, ignorándose su paradero, se mirará el desaparecimiento como mera ausencia, 

y la representarán y cuidarán de sus intereses, sus apoderados o representantes legales.  



3 

ARTICULO 97. CONDICIONES PARA LA PRESUNCION DE MUERTE. Si 

pasaren dos años sin haberse tenido noticias del ausente, se presumirá haber muerto éste, 

si además se llenan las condiciones siguientes: 

 

1. La presunción de muerte debe declararse por el juez del último domicilio que el 

desaparecido haya tenido en el territorio de la Nación, justificándose previamente que se 

ignora el paradero del desaparecido, que se han hecho las posibles diligencias para 

averiguarlo, y que desde la fecha de las últimas noticias que se tuvieron de su existencia 

han transcurrido, a lo menos, dos años. 

 

2. La declaratoria de que habla el artículo anterior no podrá hacerse sin que preceda la 

citación del desaparecido, por medio de edictos publicados en el periódico oficial de la 

nación, tres veces por lo menos, debiendo correr más de cuatro meses entre cada dos 

citaciones. 

 

3. La declaración podrá ser provocada por cualquiera persona que tenga interés en ella; 

pero no podrá hacerse sino después que hayan transcurrido cuatro meses, a lo menos, 

desde la última citación. 

 

4. Será oído, para proceder a la declaración y en todos los trámites judiciales posteriores, 

el defensor que se nombrará al ausente desde que se provoque tal declaración; y el juez, 

a petición del defensor, o de cualquiera persona que tenga interés en ello, o de oficio, 

podrá exigir, además de las pruebas que se le presentaren del desaparecimiento, si no las 

estimare satisfactorias, las otras que según las circunstancias convengan. 

 

5. Todas las sentencias, tanto definitivas como interlocutorias, se publ icarán en el 

periódico oficial. 

 

6. El juez fijará como día presuntivo de la muerte el último del primer bienio contado 

desde la fecha de las últimas noticias; y transcurridos dos años más desde la misma fecha, 

concederá la posesión provisoria de los bienes del desaparecido. 

 

7. Con todo, si después que una persona recibió una herida grave en la guerra, o naufragó 

la embarcación en que navegaba, o le sobrevino otro peligro semejante, no se ha sabido 

más de ella, y han transcurrido desde entonces cuatro años y practicándose la 

justificación y citaciones prevenidas en los números precedentes, fijará el juez como día 

presuntivo de la muerte el de la acción de guerra, naufragio o peligro; o no siendo 

determinado ese día, adoptará un término medio entre el principio y el fin de la época en 

que pudo ocurrir el suceso; y concederá inmediatamente la posesión definitiva de los 

bienes del desaparecido”. 

 
 
 A su turno, la Ley 589 del 06 de julio de 2000 (Por medio de la cual se tipifica el 
genocidio, la desaparición forzada, el desplazamiento forzado y la tortura; y se dictan otras 
disposiciones), instituye: 
 

“Artículo 1°. El Código Penal tendrá unos nuevos artículos del siguiente tenor: 

 

Artículo 268A. Desaparición forzada. El particular que perteneciendo a un grupo armado al 

margen de la ley someta a otra persona a privación de su libertad cualquiera que sea la forma, 

seguida de su ocultamiento y de la negativa a reconocer dicha privación o de dar información 

sobre su paradero, sustrayéndola del amparo de la ley, incurrirá en prisión de veinticinco 

(25) a cuarenta (40) años, multa de quinientos (500) a dos mil (2.000) salarios mínimos 

legales vigentes y en interdicción de derechos y funciones públicas de cinco (5) a diez (10) 

años. 
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A la misma pena quedará sometido, el servidor público, o el particular que actúe bajo la 

determinación o la aquiescencia de aquel, y realice la conducta descrita en el inciso anterior”. 
 
 
 Por otra parte, la Ley 599 del 24 de julio de 2000 (Código Penal), ha referido como 
delito la desaparición, instaurando: 
 

“TITULO III 

DELITOS CONTRA LA LIBERTAD INDIVIDUAL Y OTRAS GARANTIAS 

 

CAPITULO PRIMERO 

De la desaparición forzada 

 

Artículo 165. Desaparición forzada. El particular que perteneciendo a un grupo armado al 

margen de la ley someta a otra persona a privación de su libertad cualquiera que sea la forma, 

seguida de su ocultamiento y de la negativa a reconocer dicha privación o de dar información 

sobre su paradero, sustrayéndola del amparo de la ley, incurrirá en prisión de veinte (20) a 

treinta (30) años, multa de mil (1.000) a tres mil (3.000) salarios mínimos legales mensuales 

vigentes y en interdicción de derechos y funciones públicas de diez (10) a veinte (20) años. 

 

A la misma pena quedará sometido, el servidor público, o el particular que actúe bajo la 

determinación o la aquiescencia de aquél, y realice la conducta descrita en el inciso anterior”. 
 
 
 Seguidamente la Ley 1564 del 12 de julio de 2012 (Código General del Proceso), 
refiere al respecto que: 
 

“Artículo 583. Declaración de ausencia. Para la declaración de ausencia de una persona 

se observarán las siguientes reglas: 

 

1. En la demanda deberá hacerse una relación de los bienes y deudas del ausente.  

 

2. En el auto admisorio, el juez designará administrador provisorio, quien una vez 

posesionado asumirá la administración de los bienes. Igualmente, ordenará hacer una 

publicación un (1) día domingo en uno de los periódicos de mayor circulación en la 

capital de la República, y en un periódico de amplia circulación en el último domicil io 

conocido del ausente y en una radiodifusora con sintonía en ese lugar, que contenga:  

 

a) La identificación de la persona cuya declaración de ausencia se persigue, el lugar de 

su último domicilio conocido y el nombre de la parte demandante. 

 

b) La prevención a quienes tengan noticias del ausente para que lo informen al juzgado.  

 

3. Recibidas noticias sobre el paradero del ausente, el juez hará las averiguaciones que 

estime necesarias a fin de esclarecer el hecho, para lo cual empleará todos los medios de 

información que considere convenientes. En caso contrario designará curador ad litem al 

ausente. 

 

4. Cumplidos los trámites anteriores el juez convocará a audiencia en la que practicará 

las pruebas necesarias y dictará sentencia. Si esta fuere favorable a lo pedido, en ella 

nombrará administrador legítimo o dativo. A esta administración se aplicará lo dispuesto 

en los numerales 2 y 3 del artículo precedente y, en lo pertinente, las normas sobre 

administración de bienes previstas en la Ley 1306 de 2009. 

 

5. Se decretará la terminación de la administración de bienes del ausente en los casos del 

artículo 115, numeral 5, de la Ley 1306 de 2009. La solicitud podrá formularla cualquier 



5 

interesado o el Ministerio Público. Cuando haya lugar a la entrega de bienes, el juez la 

efectuará. 

 

Artículo 584. Presunción de muerte por desaparecimiento.  Para la declaración de 

muerte presuntiva de una persona, se observarán las siguientes reglas: 

 

1. El juez dará cumplimiento a lo previsto en los numerales 2, 3 y 4 del artículo anterior, 

en lo que fuere pertinente, con sujeción al numeral 2 del artículo 97 del Código Civil, 

salvo lo relativo a la publicación en el Diario Oficial. 

 

2. Si en la sentencia se declara la muerte presunta del desaparecido, en ella se fijará la 

fecha presuntiva en que ocurrió, con arreglo a las disposiciones del Código Civil, 

ordenará transcribir lo resuelto al funcionario del estado civil del mismo lugar para que 

extienda el folio de defunción, y dispondrá que se publique el encabezamiento y parte 

resolutiva de la sentencia, una vez ejecutoriada, en la forma prevista en el numeral 2 del 

artículo precedente. 

 

3. Efectuada la publicación de la sentencia, podrá promoverse por separado el proceso 

de sucesión del causante y la liquidación de la sociedad conyugal, pero la sentencia 

aprobatoria de la partición o adjudicación que en él se dicte podrá rescindirse en favor 

de las personas indicadas en el artículo 108 del Código Civil, si promueven el respectivo 

proceso verbal dentro de los diez (10) años siguientes a la fecha de dicha publicación. 

 

En la sentencia del proceso verbal, si fuere el caso, se decretará la restitución de bienes 

en el estado en que se encuentren; pero si se hubieren enajenado se decidirá de 

conformidad con la ley sustancial. 

  

Artículo 585. Demanda para trámite simultáneo de declaración de ausencia y de 

muerte por desaparecimiento. Podrá pedirse en la misma demanda, que se haga la 

declaración de ausencia y posteriormente la de muerte por desaparecimiento, y en tal 

caso los trámites correspondientes se adelantarán en cuadernos separados, sin que 

interfieran entre sí, y las solicitudes se resolverán con distintas sentencias”. 

 
Teniendo en cuenta la normatividad precedente descrita, la cual al ser concatenada con 
el presunto caso de desaparición forzada del señor GUTIERREZ CASTRO, es evidente 
que lo que se narra en los hecho no encuadra con la figura penal que se aduce haber 
tenido ocurrencia en mentado ciudadano, más aún cuando no se cuenta con los 
elementos probatorios que demuestren la calidad de ausente o desaparecido forzado; 
es decir, las narraciones de la parte activa carecen de certeza y acreditación por lo 
menos sumaria respecto al asunto. 
 
Por otra parte, argumentan los demandantes a través de su apoderado judicial de 
confianza, que el hecho pese a ser denunciado no se investigó por las entidades que 
pretende hacer responsable de ello; sin embargo, revisadas las probanzas documentales 
allegadas con el escrito de la demanda, solo obran denuncia ante la Fiscalía General de 
la Nación, y documentales de ello, lo cual no existe relación respecto a la Policía 
Nacional.  
 
Lo anterior indica que el caso del presunto desaparecimiento forzado del ciudadano allí 
mencionado, si fue o está siendo investigado por citada entidad, pero bueno la indicada 
para pronunciarse de fondo respecto a ello es la Fiscalía General de la Nación; sin 
embargo y de manera extraña, no fue convocada como parte pasiva en éste asunto, 
cuando era la directa responsable de aclarar el presente caso. 
 
Finalmente, se tiene que respecto al tema que se aduce por los actores como 
desaparición forzada de su familiar CIRO ANTONIO GUTIERREZ CASTRO, se encuentra 
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prescrita la acción penal (Ley 599/00, Art. 83) y caducado el medio de control (Ley 
1437/11, Art. 164 núm. 2), lo cual se explicara debidamente en las excepciones previas. 
 
 

IV. EXCEPCIONES PREVIAS Y/O DE FONDO 
 
 

1. Caducidad del medio de control de reparación directa: 
 
Teniendo en cuenta los hechos que se argumentan y se narran en el escrito de la demanda, 
y en razón a la fecha que se aduce como desaparición del señor CIRO ANTONIO 
GUTIERREZ CASTRO; esto es, 12 de abril de 2002, habiendo transcurrido más de 
dieciocho (18) años, es evidente que de lejos se ha configurado el fenómeno de la 
caducidad en el presente medio de control de reparación directa, tanto en aplicación del 
Decreto 01 del 02 de enero de 1984 (Código Contencioso Administrativo), así: 
 

“ARTÍCULO  136. Modificado por el art. 23, Decreto Nacional 2304 de 1989 , Modificado 

por el art. 44, Ley 446 de 1998 Caducidad de las acciones. 

 

(…) 

 

8. La de reparación directa caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años, contados a 

partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de 

ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de 

trabajo público o por cualquiera otra causa”. 
 
Como también en lo contentivo en la Ley 1437 del 18 de enero de 2011 (Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo), así: 
 

“Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 

presentada: 

 

(…) 

 

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 

 

(…) 

 

i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del 

término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u 

omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del 

mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido 

en la fecha de su ocurrencia.  

 

Sin embargo, el término para formular la pretensión de reparación directa derivada del delito 

de desaparición forzada, se contará a partir de la fecha en que aparezca la víctima o en su 

defecto desde la ejecutoria del fallo definitivo adoptado en el proceso penal, sin perjuicio de 

que la demanda con tal pretensión pueda intentarse desde el momento en que ocurrieron los 

hechos que dieron lugar a la desaparición”. 

 
Sin embargo y como quedó establecido en el auto admisorio de la demanda en el acápite 
de la caducidad “En el caso de autos el estudio del fenómeno de la caducidad no será óbice 
para proceder a la admisión del medio de control, de hecho será referido al momento de la 
sentencia”, pronunciamiento que acata ésta defensa de la Policía Nacional pero que así 
debe ser declarada en el fallo. 
 
 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6542#1
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3992#1
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3992#1


7 

 
 

“CAPÍTULO III 

Excepciones Previas 

 

Artículo 100. Excepciones previas. Salvo disposición en contrario, el demandado podrá 

proponer las siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de la demanda: 

 

(…) 

 

4. Incapacidad o indebida representación del demandante o del demandado”. 
 
 

2. Falta de legitimación en la causa por pasiva: 
 
Frente a la legitimación en la causa, el H. Consejo de Estado ha diferenciado la legitimación 
en la causa de hecho y la material, entendido por la primera aquella de la cual se predica 
de la relación nacida con la presentación de la demanda y su correspondiente notificación, 
mientras que la segunda tiene que ver con la conexión de los hechos alegados con la parte 
accionada, en este caso, la Policía Nacional teniendo en cuenta, que del traslado allegado 
no se encuentra prueba alguna que relacione los hechos con la entidad Policía Nacional, lo 
cual se traduce de acuerdo a lo anotado en una FALTA DE LEGITIMACION EN LA 

CAUSA POR PASIVA. Así lo sostuvo el Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo: 
 

“(…) toda vez que la legitimación en la causa de hecho alude a la relación procesal existente 

entre demandante legitimado en la causa de hecho por activa y demandado 

legitimado en la causa de hecho por pasiva y nacida con la presentación de la demanda 

y con la notificación del auto admisorio de la misma a quien asumirá la posición de 

demandado, dicha vertiente de la legitimación procesal se traduce en facultar a los sujetos 

litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y para ejercer sus derechos de defensa y 

de contradicción; la legitimación material, en cambio, supone la conexión entre las 

partes y los hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron perjudicadas, ora 

porque dieron lugar a la producción del daño.  
 

De ahí que un sujeto pueda estar legitimado en la causa de hecho pero carecer de 

legitimación en la causa material, lo cual ocurrirá cuando a pesar de ser parte dentro 

del proceso no guarde relación alguna con los intereses inmiscuidos en el mismo, por 

no tener conexión con los hechos que motivaron el litigio, evento éste en el cual las 

pretensiones formuladas estarán llamadas a fracasar puesto que el demandante carecería de 

un interés jurídico perjudicado y susceptible de ser resarcido o el demandado no sería el 

llamado a reparar los perjuicios ocasionados a los actores1. 

 

En suma, en un sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la causa no 

necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, pues ésta solamente 

es predicable de quienes participaron realmente en los hechos que han dado lugar a la 

instauración de la demanda o, en general, de los titulares de las correspondientes 

relaciones jurídicas sustanciales; por consiguiente, el análisis sobre la legitimación 

material en la causa se contrae a dilucidar si existe, o no, relación real de la parte demandada 

o de la demandante con la pretensión que ésta fórmula o la defensa que aquella realiza, pues 

                                                 
1 A propósito de la falta de legitimación en la causa material por activa, la Sección ha sostenido que “… si la falta recae en el demandante, el demandado 
tiene derecho a ser absuelto pero no porque él haya probado un hecho nuevo que enerve el contenido material de las pretensiones sino porque quien lo 

atacó no es la persona que frente a la ley tiene el interés sustantivo para hacerlo —no el procesal—”. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Tercera, sentencia del veinte (20) de septiembre de dos mil uno (2001); Consejera ponente: María Elena Giraldo Gómez; 
Radicación: 10973. 
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la existencia de tal relación constituye condición anterior y necesaria para dictar sentencia 

de mérito favorable a una o a otra2”3  (subrayado y negrillas fuera de texto). 
 
Tal y como señala el demandante en los hechos por medio de su apoderado judicial de su 
confianza, es evidente que mi defendida Policía Nacional, no es responsable de la presunta 
desaparición del señor  CIRO ANTONIO GUTIERREZ CASTRO y mucho menos que no 
se haya investigado el hecho; toda vez, que la denuncia penal impetrada por el 
demandante, fue atendida por la Fiscalía General de la Nación, entidad que adelantó la 
investigación previa, por un presunto delito de DESAPARICIÓN FORZADA, donde 
aparece como víctima el señor CIRO ANTONIO GUTIERREZ CASTRO, según Hechos 
ocurridos el día 12 de abril de 2002, denuncia promovida por la señora ANA SILVA 
GUTIERREZ CASTRO”, desconociéndose el resultado del proceso que no es de 
competencia o resorte de la Policía Nacional; sin embargo, dicha entidad no fue 
demandada cuando fue quien conoció y adelantó los procedimientos del caso, tal y como 
lo indicó y por ende, era la llamada a responder y no mi prohijada. 
 

3. Carencia probatoria para demostrar los hechos narrados en la demanda: 
 
De todo el relato y aseveraciones que se realizan en el escrito de la demanda, no se 
allega prueba por medio de la cual se pueda corroborar la existencia de la desaparición 
forzada del señor CIRO ANTONIO GUTIERREZ CASTRO, según hechos ocurridos el 
día 12 de Abril de 2002, en la Vereda Caracolí de Villanueva Casanare, ya que la figura 
que se menciona debe ser declarada por un Juez de la República, mediante sentencia 
debidamente ejecutoriada, documental que brilla por su ausencia en el líbelo 
demandatorio; además, de todo lo narrado y señalado contra mi defendida Policía 
Nacional, no se allegó prueba que demuestre o comprometa a mi prohijada, 
estructurándose de ésta manera la excepción que se propone. 
 
 

4. Excepción genérica: 
 
Finalmente propongo, en nombre de mi defendida, la excepción genérica aplicable al caso 
sub judice, como quiera que dicho precepto legal faculta al fallador para que de manera 
oficiosa declare cualquier otro hecho que se encuentre debidamente demostrado, y que 
constituya una excepción que favorezca a la Entidad demandada, y que no haya sido 
alegado expresamente en la contestación de la demanda (art. 175 núm. 3 y 180 núm. 6, Ley 
1437/11). 
 
 
 

V. PRUEBAS 
 
 
 

1. Documentales que se solicitan decretar y practicar por el H. Despacho: 
 

                                                 
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de diecisiete (17) de junio de dos mil cuatro (2004); Consejera 

ponente: María Elena Giraldo Gómez; Radicación número: 76001-23-31-000-1993-0090-01(14452). En similar sentido y complementando lo dicho en 
el texto, se ha afirmado lo siguiente: “La legitimación material en la causa, activa y pasiva, es una condición anterior y necesaria entre otras, para dictar 

sentencia de mérito favorable al demandante o al demandado. Nótese que el estar legitimado en la causa materialmente por activa o por pasiva, por sí 

solo, no otorga el derecho a ganar; si la falta recae en el demandante el demandado tiene derecho a ser absuelto pero no porque él haya probado un hecho 
nuevo que enerve el contenido material de las pretensiones sino porque quien lo atacó no es la persona que frente a la ley tiene el interés sustantivo para 

hacerlo -no el procesal-; si la falta de legitimación en la causa es del demandado, de una parte al demandante se le negarán las pretensiones no porque 

los hechos en que se sustenten no le den el derecho sino porque a quien se las atribuyó no es el sujeto que debe responder; por eso, de otra parte, el 
demandado debe ser absuelto, situación que se logra con la denegación de las súplicas del demandante”. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Tercera, sentencia del veintidós (22) de noviembre de dos mil uno (2001); Consejera ponente: María Elena Giraldo Gómez; 

Expediente 13.356. Puede verse, en la misma dirección, Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 
veintisiete (27) de abril de dos mil seis (2006); Consejero ponente: Ramiro Saavedra Becerra; Radicación número: 66001-23-31-000-1996-03263-

01(15352). 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, sentencia de 8 de abril de 2014, Rad. No. 76001-23-31-
000-1998-00036-01(29321). C.P.: Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
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Por ser conducentes, pertinentes y útiles para el esclarecimiento de los hechos e igualmente 
en aras de clarificar los presuntos hechos de la demanda, solicito a su señoría de manera 
comedida, por favor decretar y practicar los siguientes medios de prueba: 
 

 
1.1. Solicitar respetuosamente se oficie a la Atención y reparación Integral para las 

Victimas que certifique si en algún momento se indemnizo a la señora  ANA 
SILVA CASTRO DE GUTIERREZ a alguna otra persona por la Desaparición 
Forzada del señor CIRO ANTONIO GUTIERREZ CASTRO. 

 

 

No obstante a lo anterior, informo a su señoría, que esta defensa solicitará mencionado 
pedimento y en caso de llegar antes de citar a audiencia inicial, se radicarán en la Oficina 
de Apoyo Juzgados Administrativos Bogotá D.C, no obstante de no contarse con los mismos 
para mencionada, solicito a su señoría decretarlos de oficio. 
 
 
 

VI. ANEXOS 
 
Me permito adjuntar el poder legalmente conferido por el señor Secretario General de la 
Policía Nacional con sus anexos. 
 
 

VII. PERSONERIA 
 
Solicito a la Honorable Jueza de la República, por favor reconocerme personería de acuerdo 
al poder otorgado por el señor Secretario General de la Policía Nacional y los anexos que 
lo sustentan. 
 
 

VIII. NOTIFICACIONES 
 
Se reciben en la Carrera 59 No. 26 – 21 CAN, Bogotá DC., Dirección General de la Policía 
Nacional, correos decun.notificacion@policia.gov.co y ardej@policia.gov.co. 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
MARIA ANGELICA OTERO MERCADO 
CC. No. 1.069.471.146 de Sahagún 
TP. No. 221.993 del C.S de la J 

 
 
Carrera 59 No 26-21 CAN 
decun.notificacion@policia.gov.co 
www.policia.gov.co 
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